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Sandra Liliana Romero de la Cruz  
Juzgado de Origen:
Primero Laboral del Circuito de Pereira 

Tema a Tratar: 

Excepción previa de Falta de integración del litisconcorcio necesario:

Al tenor de los artículos 51 y 83 del CGP, esta excepción tiene como propósito procurar que se adopte una decisión de fondo e impedir que ello se vea truncado por la falta de comparecencia en la actuación procesal de quienes son indispensables, por cuanto la cuestión litigiosa debe resolverse de manera uniforme para todos, ya por versar el proceso sobre relaciones o actos jurídicos que por su naturaleza o disposición legal no fuere posible hacerlo sin que concurran los sujetos de tales relaciones o de quienes intervinieron en dichos actos. Estos sujetos son los denominados litisconsortes necesarios.

Adicional a lo dicho, eventualmente, puede suscitarse, en materia laboral, la necesidad de integrarse el contradictorio, con quienes a pesar de no tener la calidad de litisconsortes necesarios, por cuanto la decisión a tomar no debe ser la misma para todos, sí se hace necesario que concurran, más que para poder proferir sentencia, para evitar, ya que se profiera sobre el mismo derecho sentencias contradictorias o para poderse resolver de manera material y no formal la controversia sometido a proceso judicial.

Figura que difiere de la legitimación en la causa, pues este presupuesto sustancial, se requiere para que la sentencia a emitir pueda ser favorable a las pretensiones del actor, de cumplirse los requisitos de la acción; para lo cual debe existir identidad entre quienes figuran como demandante o demandados, con las personas a las cuales la ley otorga el derecho para postular determinadas pretensiones y oponerse, respectivamente; de faltar este requisito habrá lugar a desestimar las pretensiones.   
Fuero Sindical: Si bien la ley garantiza la estabilidad de los trabajadores que gozan de fuero sindical, tal garantía no es absoluta, pues el empleado no es inamovible ya que el empleador, público o privado, no está obligada a conservarlo en el empleo en determinados eventos, consagrados expresamente por la ley como causales de separación del servicio.                        


En este sentido, conforme a lo dispone el literal a) del artículo 410 del C.S.T., constituyen justa causas para que el Juez autorice el despido de un trabajador amparado por el fuero sindical,  “la liquidación o clausura definitiva de la empresa o establecimiento y la suspensión total o parcial de actividades por parte del empleador durante más de ciento veinte (120) días”.

Momento a partir del cual inicia el proceso de liquidación.

Conforme lo expuesto, en principio podría inferirse que el hecho de que la Superintendencia Nacional de Salud haya ordenado la posesión de los bienes, haberes y negocios y la intervención forzosa administrativa para liquidar, no puede asimilarse al estado de “liquidación” que prevé el literal a) del artículo 410 del C.S.T. como causal para ordenar el levantamiento del fuero sindical, toda vez que en el curso de dicha intervención puede decidirse si hay lugar o no a la liquidación, como se explicó en líneas atrás.

Sin embargo, para aclarar este aspecto, que además constituye el argumento de la apelación, la Sala considera pertinente traer a colación el siguiente concepto emitido por la Superintendencia Financiera
, donde se remite a un documento emitido por esa misma entidad con antelación: 

“ … esta Superintendencia en documento número 121-001068 de enero 11 de 1990, expresó: "(...) con la providencia mediante la cual el Superin​tendente Bancario adopta la medida de la toma de posesión de una entidad vigilada con el objeto de liquidarla, se inicia, precisamente, el proceso de liquidación administrativa respectivo, orientado obviamente -como todo proceso de liquidación-a la liquidación del patrimonio de la intervenida, para lo cual se deben satisfacer la totalidad de las acreencias, de acuerdo con la prelación legal, mediante la realización del activo y devolver el remanente a los accionistas. (subrayas nuestras).

Pereira, junio veintinueve (29) de dos mil dieciséis (2016).

Acta número ___ de 29 de junio de 2016.

Procede la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, a resolver el recurso de apelación interpuesto por la apoderada judicial de la parte demandada contra el auto, proferido en audiencia de fecha 6 de mayo de 2016, a través del cual se declaró no probada la “Excepción de falta de integración del Litisconsorcio necesario” y la sentencia emitida el 9 de junio siguiente, por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del Proceso Especial -Levantamiento de Fuero Sindical- iniciado por la “CORPORACIÓN IPS SALUDCOOP EN LIQUIDACION” contra la señora SANDRA LILIANA ROMERO DE LA CRUZ. 
ANTECEDENTES
1. Síntesis de la demanda y su contestación

La Corporación IPS SALUDCOOP solicita que se declare la existencia de la causal prevista en el literal a) del artículo 410 del C.S.T., modificado por el Decreto 204 de 1957, para terminar el contrato de trabajo con la señora Sandra Liliana Romero de la Cruz y, en consecuencia, se le autorice para proceder de esa manera.
Fundamenta sus aspiraciones en que: (i) entre la señora Sandra Liliana Romero de la Cruz y la Corporación IPS Saludcoop, el día 1° de mayo de 2010 se celebró un contrato de trabajo a término indefinido, cuyo objeto era desempeñarse como médico general en la sede de la Clínica Pereira; (ii) mediante Resolución N° 000025 de 12 de enero de 2016, la Superintendencia Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de los bienes, haberes y negocios y la intervención forzosa administrativa para liquidar la Corporación IPS Saludcoop; (iii) por razón de lo anterior, la Corporación IPS Saludcoop únicamente puede adelantar actos tendientes a su liquidación, motivo por el cual no es necesario el cargo desempeñado por la demandada para el desarrollo de la liquidación de la empresa y; (iv) entre la Corporación IPS Saludcoop existe entre otros, el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Salud de Colombia “SINTRASALUDCOL” al cual pertenece la señora Romero de la Cruz.
En el curso de la audiencia prevista en el artículo 114 del C.S.T. que se llevó a cabo el 6 de mayo de 2016, la organización sindical y la señora Sandra Liliana Romero de la Cruz, dieron respuesta a la demanda a través de la misma apoderada judicial, quien admitió los hechos 1 a 3, parcialmente el 5° y, respecto al 4° manifestó que no le constaba y que se trataba de una expresión subjetiva; se opuso a las pretensiones y presentó como excepción previa la de “Falta de integración del litisconsorcio necesario” y como de fondo la de “Falta de causa para demandar”.
Como fundamento de la excepción previa indicó que desde octubre de 2015 se presentó una sustitución patronal entre la Corporación IPS Saludcoop y la entidad Estudios e Inversiones Médicas S.A. –ESIMED S.A.- que amparó formalmente a la mayoría de personas que trabajaban para la Corporación, a excepción de unos pocos, entre ellos, la señora Romero de la Cruz, a quien no le llegó el contrato de cesión con efectos de sustitución, por razones que hasta la fecha se desconocen, pero que al parecer obedece al hecho de pertenecer al sindicato; adicional a ello, la demandada presta sus servicios en ESIMED, dado que como lo argumenta la Corporación, esta ya no ejerce actividades ni servicios médicos, quedando los mismos a cargo de ESIMED, de tal suerte que aunque no exista un contrato físico, esta figura ha operado y se encuentra vigente.
2. Síntesis del auto apelado

El Juzgado de primer grado, decidió declarar no probada la excepción previa y para ello refirió que en los términos del Código General del Proceso no se evidenciaba la existencia de un litisconsorcio necesario. Para arribar a esa conclusión expresó que revisada la prueba documental allegada, si bien se advertía la existencia de un contrato de cesión de contrato individual de trabajo, el mismo carecía de firma, aspecto que impedía corroborar la veracidad de su contenido; pero que en caso de valorarse como prueba sumaria, solo podría producir efectos frente al señor Álvaro Emilio Ortega, quien es la persona que allí se menciona, por lo que concluyó que ese documento no tenía ninguna relación o injerencia directa con la relación laboral de la señora Sandra Liliana Romero.
3. Síntesis del recurso de apelación 

Inconforme con lo decidido, la apoderada de las demandadas, interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación. Adujo que la sustitución patronal no requiere ninguna formalidad, toda vez que opera automáticamente cuando un empleador subroga las obligaciones de otro, que fue precisamente lo que ocurrió con la Clínica Corporación IPS Saludcoop. Admitió que el contrato no se encontraba firmado y que tampoco correspondía a la doctora Romero, pero aclaró  que ello se debió a que a la demandante no le enviaron el contrato de cesión como sí ocurrió con otros trabajadores. Expresó que si bien a la señora Sandra Liliana quien le cancela el salario es la Corporación, es debido a que ella no quiso acogerse a la sustitución y tampoco la tuvieron en cuenta para la cesión.
El Despacho, determinó no reponer la decisión y conceder en el efecto suspensivo el recurso de apelación.
Mediante auto de 20 de mayo de 2016, esta Corporación inadmitió el aludido recurso, con el fin de decidirlo conjuntamente con el que se interpusiera contra la sentencia o la consulta que se ordenare frente a la misma.
4. Síntesis de la sentencia apelada 

Remitido el expediente al juzgado de origen, se profirió decisión de fondo en la que se decidió autorizar el levantamiento del fuero sindical de la demandada y, en consecuencia, la terminación del contrato de trabajo de la señora Sandra Liliana Romero, luego de encontrar acreditada la existencia de la causal invocada, pues de la prueba documental, esto es, la Resolución N° 000025 de 2016, se advierte que efectivamente se ordenó el proceso de intervención administrativa para liquidar la entidad, de modo que no se trata de ninguna de las posibilidades previstas en el numeral 3° de la Convención Colectiva, esto es, fusión, transformación o venta de la entidad; para que pueda continuar el cargo de la demandada.
5. Síntesis del recurso de apelación
En contra de la anterior decisión se alzó la vocera judicial de las demandadas, para lo cual esgrimió que el literal h) de la Resolución 000025 de 2016, dice “si se decide la liquidación”, lo que significa que la liquidación no ha terminado; de igual manera, en varios de los literales del artículo 4 ibídem se habla de la intervención o la intervenida, lo que quiere decir que la empresa no ha sido liquidada formalmente, de modo que no deben prosperar las pretensiones, porque no se encuentra demostrada la liquidación, pues la misma se encuentra en curso. Adicionalmente, refirió que el fuero debe ser levantado a todos los trabajadores que gocen de él y no solo a la señora Sandra Romero, por lo que considera que se le están desconociendo sus derechos.
CONSIDERACIONES

1. Problema jurídico

De acuerdo con lo anterior, la Sala plantea los siguientes problemas jurídicos:

1.1. ¿Hay lugar a declarar probada la excepción de falta de integración del litisconsorcio necesario, con respeto a la entidad Estudios e Inversiones Médicas S.A. –ESIMED S.A.-, por ser esta ante quien presuntamente presta sus servicios profesionales la demandada Sandra Liliana Romero de la Cruz?
1.2. ¿Logró acreditar la Corporación demandante que se encuentra incursa en la causal prevista en el literal a) del artículo 410 del Código Sustantivo del Trabajo, esto es, en liquidación; para solicitar el levantamiento del fuero sindical que ostenta la señora Sandra Liliana Romero?
1.3. ¿A partir de qué momento se entiende configurada la causal referida en el numeral anterior?
2. Solución a los interrogantes planteados

Con el fin de dar solución a los anteriores interrogantes, es necesario precisar los siguientes aspectos:

2.1. Falta de integración del Litisconsorcio Necesario:

2.1.1 Fundamento Jurídico:
Al tenor de los artículos 51 y 83 del CGP, esta excepción tiene como propósito procurar que se adopte una decisión de fondo e impedir que ello se vea truncado por la falta de comparecencia en la actuación procesal de quienes son indispensables, por cuanto la cuestión litigiosa debe resolverse de manera uniforme para todos, ya por versar el proceso sobre relaciones o actos jurídicos que por su naturaleza o disposición legal no fuere posible hacerlo sin que concurran los sujetos de tales relaciones o de quienes intervinieron en dichos actos. Estos sujetos son los denominados litisconsortes necesarios.
Adicional a lo dicho, eventualmente, puede suscitarse, en materia laboral, la necesidad de integrarse el contradictorio, con quienes a pesar de no tener la calidad de litisconsortes necesarios, por cuanto la decisión a tomar no debe ser la misma para todos, sí se hace necesario que concurran, más que para poder proferir sentencia, para evitar, ya que se profiera sobre el mismo derecho sentencias contradictorias o para poderse resolver de manera material y no formal la controversia sometido a proceso judicial.

Figura que difiere de la legitimación en la causa, pues este presupuesto sustancial, se requiere para que la sentencia a emitir pueda ser favorable a las pretensiones del actor, de cumplirse los requisitos de la acción; para lo cual debe existir identidad entre quienes figuran como demandante o demandados, con las personas a las cuales la ley otorga el derecho para postular determinadas pretensiones y oponerse, respectivamente; de faltar este requisito habrá lugar a desestimar las pretensiones.   
2.1.2 Fundamentos fácticos
Alega la parte demandada la falta de integración del contradictorio, aduciendo una sustitución patronal, en razón a que presta sus servicios en ESIMED.

De lo expuesto, lo que se evidencia es que la parte demandada, lo que quiso poner en contexto, es la falta de legitimación en la causa, al estimar que su empleador es otro diferente a quien solicita el levantamiento del fuero sindical, ello en razón a una sustitución patronal; situación que no se subsume en la falta de integración del Litis consorte necesario.

Ahora, con independencia de ello, lo cierto es que la relación laboral que da lugar a este proceso existe entre quienes obran como partes en el mismo, según la certificación dada por IAC Gestión Administrativa Outsourcing de Talento Humano y Nómina para Corporación Ips Saludcoop En Liquidación (fl 30), aspecto que acepta la demandada al admitir el hecho 2 de la demanda; adicional a lo expuesto en el recurso, donde se afirma que a la señora Sandra Liliana le cancela el salario es la Corporación, debido a que ella no quiso acogerse a la sustitución y tampoco la tuvieron en cuenta para la cesión.

Así las cosas tuvo razón la a quo para declarar no próspera la excepción previa en mención.
Ahora en caso de existir una relación entre la señora Romero De la Cruz con Estudios e Inversiones Médicas S.A.-ESIMED S.A., esto es materia de otro proceso ordinario y no el especial de fuero. 
2.2. Aspectos Generales del Fuero Sindical
Esta prerrogativa se encuentra consagrada en el artículo 405 del C.S.T.,  modificado por el Decreto 204 de 1957, en los siguientes términos:

“Se denomina “fuero sindical”, la garantía de que gozan algunos trabajadores de no ser despedidos, ni desmejorados en sus condiciones de trabajo, ni trasladados a otros establecimientos de la misma empresa o a un municipio distinto, sin justa causa previamente calificada por el juez de trabajo”

Por su parte, la H. Corte Constitucional en la sentencia C-381 de 2000  explicó que el fuero “es un mecanismo establecido primariamente a favor del sindicato  y solo secundariamente para proteger la estabilidad laboral de los representantes de los trabajadores.”, que busca, según se refiere en la T-080 de 2002, “impedir que, mediante el despido, el traslado o el desmejoramiento de las condiciones de trabajo, el empleador pueda perturbar indebidamente la acción legítima que la Carta reconoce a los sindicatos”.

Pero, debe tenerse en cuenta que si bien el fuero sindical garantiza la estabilidad de los trabajadores que gozan de esta prebenda, tal garantía no es absoluta, pues el empleado no es inamovible ya que el empleador, público o privado, no está obligada a conservarlo en el empleo en determinados eventos, consagrados expresamente por la ley como causales de separación del servicio.

2.3. De los Trabajadores amparados por Fuero Sindical

2.3.1 Fundamento Jurídico

Este beneficio se encuentra previsto, según el artículo 406 del Código Sustantivo de Trabajo, para los “miembros de la junta directiva y subdirectivas de todo sindicato, federación o confederación de sindicatos, sin pasar de cinco principales y cinco suplentes, entre otros.
2.3.2. Fundamento Fáctico

Atendiendo el contenido de los documentos visibles a folios 126 y 141, la señora Sandra Liliana Romero de la Cruz, hace parte de la Subdirectiva de Risaralda del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Salud, como suplente en segundo renglón, desempeñando el cargo de Secretaria de Asuntos Laborales Colectivos; por lo tanto, puede colegirse que la misma goza del aludido beneficio.
2.4. De las causales previstas en la Ley para Levantar el Fuero Sindical
2.4.1. Fundamento Jurídico

Conforme lo dispone el artículo 410 del C.S.T., constituyen justa causas para que el Juez autorice el despido de un trabajador amparado por el fuero sindical,  “la liquidación o clausura definitiva de la empresa o establecimiento y la suspensión total o parcial de actividades por parte del empleador durante más de ciento veinte (120) días”; así como las “enumeradas en los artículos 62 y 63 ibídem.
2.4.2. Fundamento fáctico:
De conformidad con lo expuesto en la demanda, la causal invocada por la Corporación IPS Saludcoop en Liquidación, encontrarse en estado de liquidación, causal prevista en el literal a) del artículo 410 del C.S.T., como se indicó en precedencia, con lo cual se entendería, en principio, cumplido la exigencia del artículo 113 del C.P.T. y S.S., referente a que la demanda del empleador tendiente a obtener permiso para despedir a un trabajador amparado por fuero sindical, deberá expresar la justa causa invocada.

Teniendo en cuenta que la causal invocada es meramente objetiva, a la Judicatura le basta verificar si en realidad, existe un acto que haya dispuesto la liquidación de la sociedad, para de esta manera acceder a las pretensiones del empleador.
Ahora bien, en el hecho tercero de la demanda, se dice que conforme a la Resolución N° 000025 de 12 de enero de 2016, la Superintendencia Nacional de Salud, ordenó la toma de posesión inmediata de los bienes, haberes y negocios y la intervención forzosa administrativa para liquidar la Corporación IPS Saludcoop; situación que es totalmente cierta conforme se extracta de ese acto administrativo, el que es visible a folios 16 a 25 del cuaderno de primer grado.
Revisado en su totalidad el contenido de la Resolución N° 000025 de 2016, resultan relevantes los siguientes aspectos: 
(i) Mediante Resolución N° 467 de 10 de marzo de 2014, prorrogada hasta el 11 de enero de 2015, la Superintendencia Nacional de Salud, ordenó la toma de posesión inmediata de los bienes, haberes y negocios y la intervención forzosa administrativa para administrar a la Corporación IPS Saludcoop; 
(ii) El Agente Especial Interventor en informe del 21 de diciembre de 2015, consideró llevar a cabo el proceso liquidatorio;
(iii) En concepto técnico de 23 de diciembre de 2015, la Superintendencia Delegada para la Supervisión Institucional, destacó que la intervenida no está cumpliendo con sus obligaciones como prestador del servicio de salud y por lo tanto, se encuentra inmersa en una causal de disolución y liquidación;
(iv) En virtud del anterior concepto, consideró la adopción de la medida prevista en el artículo 117 del Estatuto Orgánico Financiero, respecto a la Corporación IPS Saludcoop y; 
(v) De acuerdo con lo anterior y, atendiendo el contenido de los artículos 113 a 116 del Estatuto Orgánico Financiero, debe procederse con la liquidación de la intervenida
Con fundamento en los anteriores aspectos, la Superintendencia Nacional de Salud, ordenó levantar la medida de intervención forzosa administrativa para administrar y, en su lugar, ordenó la posesión inmediata de los bienes, haberes y negocios y la intervención forzosa administrativa para liquidar la Corporación IPS SALUDCOOP; pero expresamente no ordenó o decretó la liquidación de la entidad.
Al respecto, es necesario precisar que conforme al artículo 233 parágrafo 2° de la Ley 100 de 1993, el proceso administrativo de la Superintendencia Nacional de Salud, es el mismo adoptado por su homóloga Financiera, esto es, el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.

Esta última disposición, entre los artículos 113 a 117 regula lo relacionado con la toma de posesión de las entidades, que es un conjunto de medidas administrativas que buscan cumplir con la función de inspección y vigilancia que se le otorga a algunas entidades públicas por algunas causales taxativas en la Ley
 y se dividen en dos clases, para administrar o para liquidar. 
En el primer caso, se llevan a cabo medidas administrativas tenientes a superar las causales por las cuales se originaron las medidas de intervención con amplias facultades de administración para superarlas. 
En el segundo evento, se adelantan diligencias con el fin de terminar la persona jurídica, adjudicar o enajenar los bienes con que contaba la entidad con el fin de pagar a los acreedores externos e internos de la entidad, cuando las primeras no lograron un fin exitoso.
Precisado lo anterior y, verificado el artículo 117 ibídem, se advierte que durante la vigencia de la toma de posesión para liquidar, debe determinarse si la entidad debe ser objeto de liquidación, determinando cuáles son las acciones que deben llevarse a cabo si se dispone o no la misma.
Conforme lo expuesto, en principio podría inferirse que el hecho de que la Superintendencia Nacional de Salud haya ordenado la posesión de los bienes, haberes y negocios y la intervención forzosa administrativa para liquidar, no puede asimilarse al estado de “liquidación” que prevé el literal a) del artículo 410 del C.S.T. como causal para ordenar el levantamiento del fuero sindical, toda vez que en el curso de dicha intervención puede decidirse si hay lugar o no a la liquidación, como se explicó en líneas atrás.
Sin embargo, para aclarar este aspecto, que además constituye el argumento de la apelación, la Sala considera pertinente traer a colación el siguiente concepto emitido por la Superintendencia Financiera
, donde se remite a un documento emitido por esa misma entidad con antelación: 

“ … esta Superintendencia en documento número 121-001068 de enero 11 de 1990, expresó: "(...) con la providencia mediante la cual el Superin​tendente Bancario adopta la medida de la toma de posesión de una entidad vigilada con el objeto de liquidarla, se inicia, precisamente, el proceso de liquidación administrativa respectivo, orientado obviamente -como todo proceso de liquidación-a la liquidación del patrimonio de la intervenida, para lo cual se deben satisfacer la totalidad de las acreencias, de acuerdo con la prelación legal, mediante la realización del activo y devolver el remanente a los accionistas. (subrayas nuestras).
Así mismo, señaló esa misma entidad en otra oportunidad
:
“Ahora bien, el hecho de que la toma de posesión busque finalidades disímiles según se trate de liquidar o administrar, conlleva Igualmente a que los efectos que producen una y otra varíen al igual que las medidas preventivas que deben ser ordenadas.

Es así como, examinados los artículos 116 y 117 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, que determinan los efectos de la medida de toma de posesión para liquidar o para administrar, encontramos diferencias Importantes, justificables ellas por el objetivo buscado en uno y otro proceso. Lo mismo sucede en el caso de las medidas preventivas establecidas en los artículos 291 y 292 ibidem. 
A título ilustrativo pueden señalarse alguno, ejemplos de efecto, de la toma de posesión para liquidar que no se producen en la toma de posesión para administrar, precisamente por las finalidades perseguida, con esta última medida. Veamos: 

a) La toma de posesión para liquidar conlleva la disolución de la Institución de la que se toma posesión (art. 116, num. 1º, lit. a)), consecuencia ésta que no se produce en la toma de posesión para administrar, dado que en ésta la empresa social continúa”. 

Conforme a lo expuesto en precedencia, se elimina cualquier dubitación existente frente a la inexistencia de la causal invocada por la entidad demandante de “encontrarse liquidada”, toda vez el proceso de liquidación de una entidad no se limita a un solo acto, es decir, a la expedición de un acta de liquidación, sino que dicho proceso está constituido por varias etapas, que para el caso particular,  inicia con la “toma de posesión inmediata de los bienes, haberes y negocios y la intervención forzosa administrativa para liquidar”; la que se ordenó mediante la Resolución N° 000025 de 12 de enero de 2016; de tal manera que resulta errada la intelección dada al literal a) del artículo 410 del C.S.T. por parte de la recurrente, por lo que no puede prosperar la apelación.
CONCLUSIÓN
Así las cosas, al advertirse configurada la causal invocada por la parte actora para obtener la autorización de levantar el fuero sindicar de la señora Sandra Liliana Romero de la Cruz, se impone la confirmación de la sentencia recurrida.
Lo anterior sin perjuicio de la relación que pueda existir entre la señora Romero De La Cruz y Estudios e Inversiones Médicas S.A.-ESIMED S.A.

Costas en esta instancia a cargo de la recurrente por no haber prosperado el recurso.
DECISIÓN

A tono con lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Cuarta de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el auto proferido en audiencia fechada el (seis) 6 de mayo de dos mil dieciséis (2016) a través del cual se declaró no probada la excepción previa de “Falta de integración del litisconsorcio necesario” y, la sentencia proferida el día nueve (09) de febrero de dos mil dieciséis (2016), proferidos por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira dentro del Proceso de Levantamiento de Fuero Sindical promovido por la “CORPORACIÓN IPS SALUDCOOP EN LIQUIDACIÓN” en Liquidación en contra de la señora SANDRA LILIANA ROMERO DE LA CRUZ.
SEGUNDO: Costas en esta sede a cargo de la recurrente por no haber prosperado el recurso.
Notifíquese. 

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Magistrada 
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON 

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

      Magistrada




      Magistrado

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Superintendencia Financiera. Concepto N° 96006143-2 del 27 de diciembre de 1996.


� Superintendencia Financiera. Concepto N° 1999024183-4 del 14 de julio de 1999.


� Superintendencia Financiera. Concepto N° 96006143-2 del 27 de diciembre de 1996.


� Superintendencia Financiera. Concepto N° 1998021516-8 del 28 de julio de 1998. 








11

